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TRIBUNAL SUPERIOR  

 

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín (Ant.), treinta de junio de dos mil veintidós   

 

I. OBJETO 

 

Como se cumple con los requisitos previstos en el art. 278 del 

C. General del Proceso, como se dilucidará en esta providencia, 

procede la Sala por fuera de audiencia a dictar sentencia escrita 

y anticipada, en este Recurso Extraordinario de Revisión 

incoado por el señor JOSÉ FERNANDO GARCÍA CARMONA, 

contra la sentencia proferida el 21 de marzo de 2019, por el 

Juzgado Diecinueve Civil Municipal de Oralidad de Medellín, en 
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el proceso verbal de responsabilidad civil extracontractual, 

instaurado por el señor SERGIO LEÓN ARIAS GÓMEZ, en 

contra del recurrente en el presente trámite, radicado con el 

No. 05001-40-03-019-2017-00785-00. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: El recurrente solicita que en caso de encontrar 

fundadas las causales previstas en los numerales 1º y 7º del 

art. 355 del C.G.P., se declare la nulidad de lo actuado desde 

la notificación del auto que admitió la demanda en el proceso 

verbal sumario tramitado en el Juzgado Diecinueve Civil 

Municipal de Medellín, incluyendo el tramite adelantado en el 

proceso ejecutivo conexo y, se condene en perjuicios a la parte 

demandada. 

 

Elementos fácticos: Afirma el recurrente que el Juzgado 

Diecinueve Civil Municipal de la ciudad, adelantó en su contra 

proceso verbal sumario de responsabilidad civil 

extracontractual, promovido por el señor Sergio León Arias 

Gómez, radicado bajo el No. 2017-00785-00; en la demanda 

indicó como dirección donde recibiría notificaciones calle 44 No. 

86-23 de Medellín; cuando la correcta es calle 44B No. 86-23 

de Medellín, tal como consta en los documentos allegados como 

anexo del líbelo genitor; dirección que corresponde a su 

residencia y cuyo inmueble es de su propiedad; a más que 

dicha información reposa en el trámite contravencional que se 

adelantó en virtud del accidente de tránsito y en la Oficina de 

Recursos Humanos de la Rama Judicial, entidad donde labora 

desde el año 2006, y ostenta cargo en propiedad desde el 

2011; dada la inconsistencia en la dirección, el citatorio para la 
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notificación personal se devolvió por la causal “DIRECCIÓN 

INCOMPLETA”, por corresponder a una unidad residencial; 

luego de que se ordenó el emplazamiento, la parte actora 

solicitó que la notificación se surtiera en el Juzgado Cuarto Civil 

Municipal de Medellín, donde funge como empleado, el cual se 

encuentra ubicado en el Edificio José Félix de Restrepo, carrera 

52 No. 42-73, piso 12, de la ciudad de Medellín; tanto el 

citatorio como la notificación por aviso, que se debieron 

entregar directamente, fueron recibidos en la Oficina de Apoyo 

Judicial, ubicada en el segundo piso de la reseñada dirección, 

sin que se conozca la suerte de esos documentos; en la guía 

No. 975344503 del 25 de junio de 2018, de la empresa 

SERVIENTREGA consta: “nombre de  quien  recibe: SELLO  

OJMCR, documento  de  identidad; SE NEGÓ A DAR 

DOCUMENTO  DE  IDENTIDAD  y como   observación POR  

MANIFESTACIÓN  DE  QUIEN  RECIBE  EL DESTINATARIO 

RESIDE O LABORA EN LA DIRECCIÓN INDICADA”; si bien 

algunos escritos se dirigen personalmente como secretario del 

juzgado, de acuerdo al manual de funciones no era la persona 

encargada de recibir memoriales y comunicaciones remitidas 

por la Oficina de Apoyo Judicial y de incorporarlos a los 

expedientes. 

 

El juzgado de conocimiento, por auto del 30 de julio de 2018, 

ordenó tener como válida la notificación realizada, emitió 

sentencia condenatoria el 21 de marzo de 2019 y le impuso 

una multa equivalente a 5 SMLMV por no asistir a la audiencia 

de que tratan los arts. 372 y 373 del C.G.P., fallo que se insertó 

al Sistema de Gestión el 27 de marzo de 2019; con soporte en 

estos hechos interpuso incidente de nulidad por indebida 

notificación, con fundamento en la causal 8º del art. 133 Ib.; 
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en proveído del 16 de agosto de 2019, no se dio trámite alguno 

porque no era la oportunidad procesal para alegar la nulidad, 

ya que la podía hacer valer en el proceso ejecutivo a 

continuación; lo que resulta contrario a las normas que 

regentan la materia, por lo que dicho incidente se debió decidir 

de fondo, garantizando el derecho al libre acceso a la 

administración de justicia; contra esa decisión interpuso el 

recurso de reposición, el cual fue despachado 

desfavorablemente, el 10 de noviembre de 2020. 

 

El Juzgado 25 Administrativo del Circuito de Medellín, en el 

proceso radicado No. 2017-00147-00, profrió sentencia el 18 

de octubre de 2019, declarando la nulidad de la Resolución No. 

1201 del 17 de noviembre de 2017, expedida por el Municipio 

de Yolombó, que lo declaró contravencionalmente responsable 

del accidente de tránsito objeto del proceso verbal sumario; 

decisión que quedó en firme el 11 de diciembre adiado; única 

prueba en que se fundamentó el juzgado para declarar la 

responsabilidad civil extracontractual; a más de los dichos del 

demandante; prueba sin la cual la sentencia de instancia habría 

variado sustancialmente; el 14 de octubre de 2021, el juzgado 

de conocimiento libró mandamiento de pago con apego a la 

sentencia que se ataca por esta vía y requirió al Consejo 

Superior de la Judicatura para lo correspondiente al pago de la 

multa; además, decretó la cautela solicitada, lo que vulnera sus 

derechos fundamentales al debido proceso, defensa y 

contradicción y libre acceso a la administración de justicia, al 

no dar trámite al incidente de nulidad que propuso conforme 

con las normas que rigen la materia; como causales de nulidad 

y con soporte en los fundamentos fácticos indicados, invoca las 

previstas en los numerales 1º y 7º del art. 355 del C.G.P.; a 
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más, que el recurso lo interpuso en el término previsto en el 

art. 356 Ib.; la actuación que en forma anómala se ha 

adelantado le ha causado grandes perjuicios, como la condena 

por más de 10 millones de pesos, la multa equivalente a 5 

SMLMV y el embargo del vehículo de su propiedad; lo que tiene 

que soportar porque se le privó de la oportunidad para ejercer 

el derecho de contradicción y defensa en el proceso verbal 

sumario de responsabilidad civil extracontractual; por un 

trámite de notificación que no se puede predicar de legal.    

 

Admisión del recurso y contradicción: Por auto del 04 de 

abril de la presente anualidad, se admitió el recurso y una vez 

notificado al extremo pasivo lo replicó, se opuso a las 

pretensiones y como excepciones de mérito propuso las 

siguientes: (i) inexistencia de motivación que 

fundamenta una revisión; (ii) discrepancia e 

incongruencia entre los hechos constitutivos de la 

demanda y las pretensiones “peticiones”; (iii) abuso del 

derecho; (iv) no cumple con el presupuesto del artículo 

355 # 1 y 7 C.G.P., para con el artículo 359 C.G.P. y, (v) 

la genérica. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

Sentencia anticipada: Frente a esta posibilidad en el recurso 

extraordinario de revisión, la jurisprudencia patria ya ha tenido 

la oportunidad de pronunciarse; al efecto, indica: 

“Preliminarmente corresponde precisar, tal cual sentara la Sala 

desde providencia SC12137－2017, 15 ago. 2017, rad．2016－

03591－00，que aunque el inciso 7º del articulo 358  del 

Código General del Proceso prescribe para el trámite del 
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recurso extraordinario de revisión que “surtido el traslado a los 

demandados se decretarán las pruebas pedidas，y se fijará 

audiencia para prácticarlas, oir los alegatos de las partes 

y dictar sentencia”, el presente fallo anticipado, escrito y por 

fuera de audiencia, se torna procedente por cuanto se han 

configurado con claridad, dos causales de sentencia anticipada. 

 

“En efecto, de conformidad con el articulo 278 del Estatuto 

General de Procedimiento，el Juez deber dictar Sentencia 

anticipada, total o parcial〝en cualquier estado del proceso”, 

entre otros eventos “cuando se encuentre probada (…) la 

caducidad (…)”, siendo este supuesto uno de los que se 

advierten estructurados en el caso cuyo estudio hoy ocupa a la 

Sala, como se verá enseguida. 

 

“Ademas, dicha norma tambien preve la posibilidad de emitir 

fallo adelantado〝Cuando no hubiere pruebas que practicar”, lo 

que aplica en este evento desde el auto de 28 de noviembre 

de 2017, donde se verificó que las únicas probanzas eran 

documentales, en clara muestra que no era pertinente agotar 

una de práctica de pruebas. 

 

“Por su puesto que la esencia del carácter anticipado de una 

resolución definitiva supone la pretermisión de fases procesales 

previas que de ordinario deberían cumplirse; no obstante, 

dicha situación está justificada en la realización de los principios 

de celeridad y economia que informan el fallo por adelantado 

en las excepclonales hipotesis habilitadas por el legislador para 

dicha forma de definición de la litis. 
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“De igual manera, cabe destacar que aunque la esquemática  

preponderantemente oral del nuevo ordenamiento procesal 

civil, supone por regla general una sentencia dictada de viva 

voz，es evidente que tal pauta admite numerosas excepciones

，de las cuales, es buen ejemplo la presente, donde las 

causales para proveer de fondo por anticipado se configuraron 

cuando la serie no habia superado su fase escritural y la 

convocatoria a audiencia resulta innecesaria”1. 

 

También hay lugar a dictar sentencia anticipada, en el segundo 

evento que contempla el art. 278 del C. General del Proceso, 

cuando a pesar de que las partes solicitan la práctica de 

pruebas, no hay lugar a decretarlas y practicarlas, de lo cual se 

deben dejar consignados los argumentos para ello.  

 

La Sala Civil del Tribunal se ha pronunciado en este sentido;  

indicando al efecto, que el art. 278 del C. General del Proceso, 

establece que “Las providencias del juez pueden ser autos o 

sentencias. 

 

“Son sentencias las que deciden sobre las pretensiones de la 

demanda, las excepciones de mérito, cualquiera que fuere la 

instancia en que se pronuncien, las que deciden el incidente de 

liquidación de perjuicios, y las que resuelven los recursos de 

casación y revisión. Son autos todas las demás providencias. 

 

“En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar 

sentencia anticipada, total o parcial, en los siguientes eventos: 

 

 
1 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN CIVIL, Sentencia SC2776-2018, 

radicado 10001-02-003-000-2016-01535-00, M.P. Dr. Luis Alonso Rico Puerta.  
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“1. Cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo 

soliciten, sea por iniciativa propia o por sugerencia del juez. 

 

“2. Cuando no hubiera pruebas por practicar. 

 

“3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la 

transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la carencia 

de legitimación en la causa”.  

 

“Acorde con lo anterior, advierte la Sala, que al contrario de lo 

señalado por el recurrente en el presente caso no resultaba 

imperativo para el a quo el entrar a decretar y practicar las 

pruebas solicitadas por las partes, pues tal como lo establece 

el numeral 3º de la norma que viene de transcribirse, resulta 

procedente proferir sentencia anticipada sin lugar a decretar y 

practicar la totalidad de las pruebas pretendidas, cuando se 

encuentre acreditada entre otras la carencia de legitimación en 

la causa; amén, que en el caso objeto de análisis, la decisión  

sobre la legitimación en la causa y la falta de interés de los 

demandantes, se cimentó en los fundamentos fácticos que 

sirven de sustento al libelo genitor, y en las pruebas 

debidamente aportadas y que el a quo estimó convenientes 

como lo son las escrituras públicas cuya simulación se depreca, 

sin que considerara necesario la práctica de otros medios de 

convicción porque con los analizados existía suficiente certeza 

para acreditar y acoger las excepciones de “Falta de 

legitimación en la causa por activa” e “Inexistencia de interés 

para actuar” propuestas por el extremo pasivo; además, y 

acorde con la filosofía y finalidad de la sentencia anticipada, no 

es obligatorio agotar las demás fases o etapas del proceso 

como lo afirma el recurrente; pues conforme con lo 
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preceptuado en el artículo 278 del Código General del Proceso, 

los jueces tienen la obligación de proferir sentencia anticipada 

sin lugar a otros trámites o agotar todas las etapas del proceso, 

cuando adviertan que no hay lugar a decretar y practicar las 

pruebas solicitadas por las partes porque las mismas son 

innecesarias, y porque las pruebas hasta allí arrimadas les 

ofrece suficiente certeza para proferir sentencia anticipada. Al 

respecto la jurisprudencia patria ha establecido: “2. Tal 

codificación, en su artículo 278, prescribió que «[e]n cualquier 

estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, 

total o parcial… [c]uando no hubiere pruebas por practicar».  

 

“Significa que los juzgadores tienen la obligación, en el 

momento en que adviertan que no habrá debate probatorio o 

que el mismo es inocuo, de proferir sentencia definitiva sin 

otros trámites, los cuales, por cierto, se tornan innecesarios, al 

existir claridad fáctica sobre los supuestos aplicables al caso. 

 

“Esta es la filosofía que inspiró las recientes transformaciones 

de las codificaciones procesales, en las que se prevé que los 

procesos pueden fallarse a través de resoluciones anticipadas, 

cuando se haga innecesario avanzar hacia etapas posteriores2.  

 

“Por consiguiente, el respeto a las formas propias de cada juicio 

se ve aminorado en virtud de los principios de celeridad y 

economía procesal, que reclaman decisiones prontas, 

adelantadas con el menor número de actuaciones posibles y sin 

dilaciones injustificadas. Total que las formalidades están al 

servicio del derecho sustancial, por lo que cuando se advierta 

 
2 Cfr. Michelle Taruffo, El proceso civil de "civil law": Aspectos fundamentales. En Revista 

Ius et Praxis, 12 (1): 69 - 94, 2006. 
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su futilidad deberán soslayarse, como cuando en la foliatura se 

tiene todo el material suasorio requerido para tomar una 

decisión inmediata.  

 

“Lo contrario equivaldría a una «irrazonable prolongación [del 

proceso, que hace] inoperante la tutela de los derechos e 

intereses comprometidos en él»3. Insístase, la administración 

de justicia «debe ser pronta, cumplida y eficaz en la solución 

de fondo de los asuntos que se sometan a su conocimiento» 

(artículo 4 de la ley 270 de 1996), para lo cual se exige que 

sea «eficiente» y que «[l]os funcionarios y empleados judiciales 

[sean] diligentes en la sustanciación de los asuntos a su cargo, 

sin perjuicio de la calidad de los fallos que deban proferir 

conforme a la competencia que les fije la ley» (artículo 7 

ibidem). 

 

“En consecuencia, el proferimiento de una sentencia 

anticipada, que se hace por escrito, supone que algunas etapas 

del proceso no se agoten, como una forma de dar prevalencia 

a la celeridad y economía procesal, lo que es armónico con una 

administración de justicia eficiente, diligente y comprometida 

con el derecho sustancial.  

 

“Sobre la materia, tiene dicho esta Sala: 

  

“Por supuesto que la esencia del carácter anticipado de una 

resolución definitiva supone la pretermisión de fases procesales 

previas que de ordinario deberían cumplirse; no obstante, 

dicha situación está justificada en la realización de los principios 

 
3 Lino Enrique Palacio, Manual de Derecho Procesal Civil, LexisNexis, Abeledo-Perrot, 

Buenos Aires, 2003, p. 72. 
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de celeridad y economía que informan el fallo por adelantado 

en las excepcionales hipótesis que el legislador habilita dicha 

forma de definición de la litis. 

 

“De igual manera, cabe destacar que aunque la esquemática 

preponderantemente oral del nuevo ordenamiento procesal 

civil, supone por regla general una sentencia dictada de viva 

voz, es evidente que tal pauta admite numerosas excepciones, 

de la que es buen ejemplo la presente, donde la causal para 

proveer de fondo por anticipado se configuró cuando la serie 

no ha superado su fase escritural y la convocatoria a audiencia 

resulta inane (SC12137, 15 ag. 2017, rad. n° 2016-03591-00)” 

{Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia 

SC132-2018, radicado No. 11001-02-03-000-2016-01173-00, 

del 12 de febrero de 2018, M.P. Dr. Aroldo Wilson Quiroz 

Monsalvo}. 

 
Así mismo, el Tribunal de Casación, sobre este particular punto, 

como juez constitucional ha puntualizado:  

 

“En esencia, es a través de la sentencia que el juzgador pone 

fin a la controversia que movió a los litigantes a activar el 

aparato jurisdiccional; es decir, es ella la que contiene la 

fórmula – positiva o negativa – de resolución del conflicto 

sometido a consideración de la judicatura, con la fuerza 

coercitiva que es propia de la administración de justicia.  

 

“Para ese cometido, es indispensable el agotamiento de unos 

pasos previos, como la conciliación prejudicial cuando haya 

lugar, la presentación de demanda (salvo cuando el proceso 

puede iniciarse de oficio), su admisión, integración de la litis y 
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la instrucción del decurso nítidamente señalada en el Código de 

Procedimiento; es decir, es normal que el proferimiento de la 

sentencia surja cuando han finalizado todas las etapas legales.  

 

“Sin embargo, en virtud de los postulados de flexibilidad y 

dinamismo que de alguna manera – aunque implícita y 

paulatina – han venido floreciendo en el proceso civil incluso 

desde la Ley 1395 de 2010, el legislador previó tres hipótesis 

en que es igualmente posible definir la contienda sin necesidad 

de consumar todos los ciclos del proceso; pues, en esos casos 

la solución deberá impartirse en cualquier momento, se insiste, 

con independencia de que haya o no concluido todo el trayecto 

procedimental.  

 

“De la norma en cita (art. 278) se aprecia sin duda que ante la 

verificación de alguna de las circunstancias allí previstas al Juez 

no le queda alternativa distinta que «dictar sentencia 

anticipada», porque tal proceder no está supeditado a su 

voluntad, esto es, no es optativo, sino que constituye un deber 

y, por tanto, es de obligatorio cumplimiento. 

 

“Téngase en cuenta que, en palabras de la Corte 

Constitucional, son “deberes procesales aquellos imperativos 

establecidos por la ley en orden a la adecuada realización del 

proceso y que miran, unas veces al Juez (Art. 37 C. de P. C.), 

otras a las partes y aun a los terceros (Art. 71 ib.), y su 

incumplimiento se sanciona en forma diferente según quien sea 

la persona llamada a su observancia y la clase de deber 

omitido” (C 086-2016).  

 



 13 

“Dice la disposición que en «cualquier estado del proceso, el 

juez deberá dictar sentencia anticipada, total o parcial, en los 

siguientes eventos: 1. Cuando las partes o sus apoderados de 

común acuerdo lo soliciten, sea por iniciativa propia o por 

sugerencia del juez. 2. Cuando no hubiere pruebas por 

practicar. 3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la 

transacción, la caducidad, la prescripción extintiva y la carencia 

de legitimación en la causa» (resaltado propio).  

 

“En esta ocasión, el análisis se circunscribe a la segunda 

hipótesis sustentada en la carencia de pruebas por recopilar; y 

es que, si éstas son el insumo cardinal de la sentencia ningún 

sentido tiene diferir la decisión cuando ya se ha agotado la 

actividad de su recaudo, porque ahí están estructurados – por 

lo menos en principio – los elementos necesarios para zanjar la 

discusión a favor de un extremo o de otro.  

 

“Siendo así, no puede sostenerse que tal cosa sucede 

únicamente cuando las partes no ofrecieron pruebas 

oportunamente, o habiéndolo hecho éstas fueron acopiadas o 

denegadas expresamente, porque incluso pueden declinar de 

ellas conforme a los artículos 175 y 316 ibídem, evento en el 

que también se entiende culminado el allegamiento del acervo 

demostrativo.  

 

“Así mismo, nótese cómo los medios suasorios ofertados por 

los litigantes deben reunir las exigencias de licitud, utilidad, 

pertinencia y conducencia a fin de demostrar los hechos 

relevantes alegados, de donde se sigue que, si sus 

postulaciones probatorias están desprovistas de tales 

requisitos también estará allanado el camino para emitir 
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sentencia anticipada. No cosa distinta puede inferirse al 

armonizar los cánones 278 y 168 ejúsdem, siendo que el último 

impone rechazar «mediante providencia motivada, las pruebas 

ilícitas, las notoriamente impertinentes, las inconducentes y las 

manifiestamente superfluas o inútiles».  

 

“Si el propósito medular de las probanzas consiste en ilustrar 

al juzgador acerca de las circunstancias de tiempo, modo y 

lugar en que ocurrieron los hechos que se discuten, para 

deducir de ellos las respectivas consecuencias jurídicas, para 

nada sirven las pruebas anunciadas que no sean útiles, lícitas, 

pertinentes ni conducentes para dicha reconstrucción fáctica; 

por ende, la resolución del conflicto no puede quedar a merced 

de ese tipo de piezas de convicción, porque al final nada 

aportarán en el esclarecimiento del debate.  

 

“En síntesis, la permisión de sentencia anticipada por la causal 

segunda presupone: 1. Que las partes no hayan ofrecido 

oportunamente algún medio de prueba distinto al documental; 

2. Que habiéndolas ofertado éstas fueron evacuadas en su 

totalidad; 3. Que las pruebas que falten por recaudar fueron 

explícitamente negadas o desistidas; o 4. Que las probanzas 

faltantes sean innecesarias, ilícitas, inútiles, impertinentes o 

inconducentes.  

 

“2.2. Oportunidad para establecer la carencia de 

material probatorio que autoriza el fallo anticipado.  

 

“No llama a duda el hecho de que es al Juez de conocimiento – 

y a nadie más que a él – a quien le incumbe establecer si el 

material probatorio existente en el plenario es suficiente para 
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dirimir la cuestión. No obstante, hay quienes abogan por la 

tesis de que para hacerlo, es decir, para decidir 

anticipadamente, debe estar zanjado el espectro probatorio 

mediante auto previo.  

 

“Significa que, según esta visión, para emitir el fallo prematuro 

por el motivo abordado es indispensable que esté dilucidado 

explícitamente el tema de las pruebas, lo que es fácilmente 

comprensible en las tres primeras alternativas antes vistas, es 

decir, cuando las partes no hayan ofrecido oportunamente 

algún medio de prueba distinto al documental; habiéndolas 

ofertado éstas se hayan evacuado en su totalidad; o que las 

pruebas que falten por recaudar han sido expresamente 

negadas o desistidas.  

 

“Sin embargo, si el iudex observa que las pruebas ofertadas 

son innecesarias, ilícitas, inútiles, impertinentes o 

inconducentes, podrá rechazarlas ya sea por auto anterior con 

el fin de advertir a las partes, o en la sentencia anticipada, 

comoquiera que el artículo 168 aludido dispone genéricamente 

que el rechazo de las pruebas por esas circunstancias se hará 

“mediante providencia motivada”, lo que permite que la 

denegación pueda darse en la sentencia, porque no está 

reservada exclusivamente para un auto.  

 

“Quiere decir esto que – en principio - en ninguna anomalía 

incurre el funcionario que sin haberse pronunciado sobre el 

ofrecimiento demostrativo que hicieron las partes, dicta 

sentencia anticipada y en ella explica por qué la improcedencia 

de esas evidencias y la razón que impedía posponer la solución 
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de la contienda, al punto que ambas cosas sucedieron 

coetáneamente.  

 

“Dicho en otras palabras, si el servidor adquiere el 

convencimiento de que en el asunto se verifica alguna de las 

opciones que estructuran la segunda causal de «sentencia 

anticipada», podrá emitirla aunque no haya especificado antes 

esa circunstancia, pero deberá justificar en esa ocasión por qué 

las probanzas pendientes de decreto de todas maneras eran 

inviables.  

 

“En suma, cuando el juez estima que debe dictar sentencia 

anticipada dado que no hay pruebas para practicar, debe 

decidirlo mediante auto anterior, si así lo estima, o en el texto 

del mismo fallo con expresión clara de los fundamentos en que 

se apoya.  

 

“Eso sí, tal labor impone mayor cautela y prudencia a la hora 

de evaluar la procedencia del material suasorio para evitar 

lesionar el derecho de los litigantes a «probar el supuesto de 

hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 

ell[o]s persiguen» (art. 167)” (Sala de Casación Civil, sentencia 

de tutela del 27 de abril de 2020, Rdo. No. 47001 22 13 000 

2020 00006 01. M.P. Dr. Octavio Augusto Tejeiro Duque).  

 

Recurso extraordinario de revisión: El art. 354 del C.G.P., 

establece que el recurso extraordinario de revisión procede 

contra las sentencias ejecutoriadas, y el 355, enumera las 

causales de revisión.  
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Frente a este tópico, destacada doctrina ha señalado: “A la hora 

de adentrarnos en el tema de la finalidad del recurso de 

revisión, a fin de adoptar un criterio conceptual de este 

instituto, bien pronto advertimos que la ley no define qué deba 

entenderse por revisión; se limita a regular este medio de 

impugnación en las decisiones judiciales susceptibles de 

atacarse por esta vía;  sus motivos; y el procedimiento que 

debe rituarse para llegar a la rescisión o invalidación de una 

sentencia “ejecutoriada”. Ni en la regulación especial, ni en la 

general, nuestra ley positiva nacional no nos da un concepto, 

que habría sido de gran utilidad, de lo que debamos entender 

por la revisión en materia civil. 

 

“…Para la correcta y mejor comprensión o inteligencia 

conceptual de la revisión y sus fines esenciales, aún a riesgo 

de fatigar consideramos que no sobra repetir que la cosa 

juzgada material, muy a pesar de las inapreciables ventajas 

que para la seguridad jurídica representa, puede, en ciertos 

casos, resultar inicua. De allí la necesidad que ha impulsado a 

los legisladores a crear un remedio extraordinario que, en casos 

excepcionales, permita examinar una sentencia firme, cuando 

a ella se ha llegado por medios ilícitos o irregulares, sin culpa 

o negligencia del vencido, prescindiendo o incorporando nuevos 

elementos de prueba en el proceso revisorio. 

 

“Sin perjuicio de ampliar el concepto más adelante, la anterior 

observación nos permite afirmar desde ahora que el recurso de 

revisión es una limitación a la cosa Juzgada; no es, 

ciertamente, excepción a dicho principio, sino que se levanta 

como una manera de quebrar o aniquilar sus efectos. Manresa, 

citado por HERNANDO MORALES, dice que la revisión es un 
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“remedio extraordinario que concede la ley para que se 

rescinda y deje sin efecto una sentencia firme, ganada 

injustamente, a fin de que se vuelva a abrir el juicio y se falle 

con arreglo a la justicia”.”4 

 

Caso concreto: En primer lugar, se pasa a determinar si en el 

presente caso, se cumplen con los requisitos para proferir 

sentencia anticipada. 

 

Sobre el particular, las pruebas peticionadas, la documental 

solicitada por la parte demandante, mediante oficio a otras 

entidades para que la incorporen al proceso y, la oral, a 

iniciativa del demandado resulta impertinente e inoficiosa 

porque no versan sobre los hechos objeto de debate; al efecto, 

los oficios a la oficina de Apoyo Judicial y al Consejo Secccional 

de la Judicatura de Antioquia para que certifiquen si la primera 

dependencia tiene como función realizar notificaciones a los 

empleados de la rama judicial y recepcionar correspondencia 

de carácter privado para los empleados de esta misma entidad; 

además, es impertinente e inútil porque tales funciones estan 

regladas por normas de alcance general, impersonal y 

abstracta, de conocimiento de todos los habitantes, como 

ocurre precisamente con la normatividad que rige la 

notificación, contenida en los códigos procesales.    

 

Lo dicho es suficiente para que se imponga el rechazo de la 

prueba solicitada en los términos del art. 168 del C. General 

del Proceso, sin que se advierta la necesidad de decretar 

pruebas de oficio, porque con la documental aportada al 

 
4 MURCIA BALLEN, Humberto, Recurso de Revisión Civil, tercera edición, Grupo Editorial 

Ibañez, págs., 148 y 149. 
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proceso y la información contenida en la demanda y en su 

réplica, existe suficientes elementos suasorios para emitir la 

decisión de fondo. 

 

Bajo estas circunstancias, se cumple con los presupuestos del 

art. 278 citado, para proferir sentencia anticipada.  

 

De cara al recurso extraordinario de revisión, se advierte que 

el extremo activo invoca como causales las previstas en los 

numerales 1º y 7º del artículo 355 del C.G.P., que en su orden 

establecen: “1. Haberse encontrado después de pronunciada la 

sentencia documentos que habrían variado la decisión 

contenida en ella, y que el recurrente no pudo aportarlos al 

proceso por fuerza mayor o caso fortuito o por obra de la parte 

contraria.  

 

“7. Estar el recurrente en alguno de los casos de indebida 

representación o falta de notificación o emplazamiento, 

siempre que no haya sido saneada la nulidad”. 

 

En torno a la primera causal, el recurrente afirma que por 

sentencia del 18 de octubre de 2019, proferida por el Juzgado 

25 Administrativo del Circuito de Medellín, en el proceso 

radicado No. 2017-00147-00, se declaró la nulidad de la 

Resolución No. 1201 del 17 de noviembre de 2017, expedida 

por el Municipio de Yolombó, mediante la cual lo había 

declarado contravencionalmente responsable del accidente de 

tránsito objeto del proceso verbal sumario; decisión que quedó 

en firme el 11 de diciembre adiado y, que corresponde a la 

única prueba que sirvió de fundamentó al Juzgado Diecinueve 

Civil Municipal de Oralidad de Medellín, para declarar en su 
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contra la responsabilidad civil extracontractual pretendida en la 

demanda; prueba sin la cual la sentencia de instancia habría 

variado sustancialmente.  

 

Sobre el particular, la Sala advierte que el Juzgado Diecinueve 

Civil Municipal de Oralidad de Medellín, donde se adelantó el 

proceso verbal sumario de responsabilidad civil 

extracontractual en contra del aquí recurrente, promovido por 

el señor Sergio León Arias Gómez, radicado bajo el No. 2017-

00785-00, el 21 de marzo de 2019 profirió la sentencia que 

puso fin a la instancia; de donde se sigue, que al contrario de 

lo afirmado por el recurrente, en el presente caso, no se 

configura la causal primera de revisión, porque el Juzgado 25 

Administrativo del Circuito de Medellín, emitió la sentencia el 

18 de octubre de 2019, declarando la nulidad de la Resolución 

No. 1201 del 17 de noviembre de 2017, mediante la cual el 

Municipio de Yolombó declaró contravencionalmente 

responsable del accidente de tránsito objeto del proceso de 

responsabilidad civil extracontractual al aquí demandante; esto 

es, con posterioridad a la decisión que puso fin al proceso y que 

se impugna por medio de este recurso y que tuvo lugar el 21 

de marzo de 2019, como viene de indicarse, lo que pone de 

presente que no estamos frente a un documento preexistente 

que permaneció oculto y que no se pudo aportar dentro de las 

oportunidades legales para solicitar y allegar pruebas; como lo 

ordena la citada causal; sino, que dicho instrumento es 

posterior a la sentencia que por este mecanismo se impugna, 

proferida por el Juzgado 19 Civil Municipal de Medellín; bajo 

estas circunstancias, no se trata de un documento que no fue 

posible allegar al proceso para que se tuviera en cuenta al 

momento de proferir el fallo, porque incluso, para este 
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momento aún no tenía existencia, tanto que su producción no 

solo fue posterior al momento en que se presentó la demanda; 

si no además a las oportunidades procesales para solicitar y 

allegar pruebas, incluso, a la fecha en que se profirió la 

sentencia que desató la instancia, como se ha venido 

precisando.  

 

Frente a este tópico la jurisprudencia patria ha puntualizado: 

 

“De lo expuesto se desprende que los planteamientos del aquí 

demandante no guardan correspondencia con las exigencias 

legales invocadas, ni con las interpretaciones jurisprudenciales 

ya referidas, toda vez que, en primer lugar, es inmanente a la 

causal primera de revisión la preexistencia del documento que 

permaneció oculto “al momento mismo en que se presentó la 

demanda, o por lo menos desde el vencimiento de la última 

oportunidad procesal para aportar pruebas” (Sent. de 12 de 

junio de 1987), puesto que no se trata de avalar su creación 

sobreviniente, sino de remediar la imposibilidad de su 

incorporación oportuna al plenario. 

“En la misma línea, la Sala precisó en sentencia del 11 de julio 

de 2000, Exp. 7487 que “la prueba eficaz en revisión no puede 

haberse configurado con posterioridad al fallo que se pretende 

revisar, sino que debe tener existencia desde el momento 

mismo en que se entablaba la demanda del proceso cuya 

sentencia se revisa, o al menos desde el vencimiento de su 

última oportunidad procesal para aducir pruebas, pues no se 

trata de mejorar una prueba o de producir otra con 

posterioridad a dicha sentencia, ya que de se ser así nunca 

habría cosa juzgada” (CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE 

CASACIÓN CIVIL, Sentencia del 28 de noviembre de 2011, exp. 
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11001-0203-000-2008-01847-00, M.P. Dr. Arturo Solarte 

Rodríguez). 

 

De otra parte y, frente a la causal 7 de revisión, esto es, la 

indebida notificación; afirma el recurrente que labora en el 

Juzgado Cuarto Civil Municipal de Medellín y, que la parte 

demandante, una vez se enteró del lugar donde trabaja, solicitó 

al Juzgado de conocimiento, tuviera en cuenta esa dirección 

como lugar para recibir notificaciones; allí se remitió tanto el 

citatorio como la notificación por aviso; pero estas 

comunicaciones no le fueron entregadas en el juzgado donde 

labora y, en cambio, fueron  recibidas en la Oficina de Apoyo 

Judicial, ubicada en el segundo piso; que si bien como 

secretario del Juzgado le son remitidas directamente algunas 

comunicaciones, no tuvo conocimiento del citatorio ni de la 

notificación por aviso, porque conforme con el manual de 

funciones no es la persona encargada de recibir los documentos 

y/o memoriales e incorporarlos a los expedientes, precisando 

que a la fecha no conoce sobre el citatorio y la notificación por 

aviso; por lo que considera, que se trata de una indebida 

notificación. 

 

Sobre el particular, se advierte que el extremo activo en escrito 

presentado el 06 de junio de 2018, solicitó al Juzgado 

autorización para enviar el citatorio para la notificación 

personal al lugar donde labora el demandado; esto es, el 

Juzgado Cuarto Civil Municipal de Oralidad de Medellín, ubicado 

en la carrera 52 No. 42-73, piso 12, Edificio José Félix de 

Restrepo; por auto del 12, de los mismos mes y año, el Juzgado 

autorizó para que la notificación se efectuara en dicha 

dirección; al efecto, la guía No. 975344503 expedida por 
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Servientrega, da cuenta que el citatorio fue entregado el 22 de 

junio de 2018 y recibido conforme con el sello “OJMCR”; 

además, se dejó constancia que el destinatario reside o labora 

en la dirección indicada; transcurrido el término para que el 

demandado se presentara a recibir la notificación 

personalmente, se remitió la notificación por aviso y acorde con 

la guía 981078922 expedida por Servientrega; se entregó el 17 

de julio de 2018, conforme con el sello “OJMCR” y se dejó 

constancia que el destinatario reside o labora en la dirección 

indicada y, como la notificación se efectuó conforme a los 

lineamientos del art. 292 del C.G.P., por proveído del 30 de 

julio de 2018, se ordenó tener por notificado al demandado al 

día siguiente de la entrega del aviso, esto es, el 18 de julio de 

2018.  

 

En efecto, las comunicaciones fueron recibidas en la Oficina de 

Apoyo Judicial, ubicada en el segundo piso del edificio donde 

se localiza el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Oralidad de 

Medellín, dirección suministrada por el extremo activo, donde 

el accionado labora y recibiría notificaciones y no directamente 

en la sede del Juzgado; lo que pone de presente que 

efectivamente fueron remitidas al demandado conforme lo 

previsto en los incisos 1º y 2º del numeral 3º del art. 291 del 

C.G.P.; ahora, se pone en entredicho el hecho de que las 

comunicaciones se recibieron en la Oficina de Apoyo Judicial y 

no directamente en el Juzgado donde labora el accionado; pero 

el Tribunal advierte que como es conocido por la ciudadanía en 

general y, en especial por quienes allí laboran, en la Oficina de 

Apoyo Judicial se reciben todos y cada uno de los escritos, 

memoriales, documentos o comunicaciones remitidos a los 

diferentes Despachos Judiciales, dependencias e incluso a sus 
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funcionarios y empleados, lo que en este caso, incluso es válido 

y procedente para citaciones y notifiaciones de las personas 

que en esa sede laboran, como expresamente lo prevé el inciso 

3º del numeral 3º del artículo 291 del C.G.P., al disponer que: 

“Cuando el destinatario se encuentre en una unidad 

inmobiliaria cerrada, la entrega podrá realizarse a quien 

atienda la recepción”.  

 

De tal manera que en una unidad inmobiliaria cerrada, como 

incluso lo es, un edificio de oficinas o apartamentos, que 

disponen de un espacio con personal para la recepción de 

personas, documentos, correos y, en general, de encomiendas 

para sus habitantes, las citaciones y notificaciones para 

actuaciones judiciales, validamente quedan surtidas al ser 

recibidas en ese lugar, porque luego se entregan a su 

destinatario en su respectiva oficina o apartamento, o éste las 

reclama allí. Es cierto que en este caso no se trata de una 

unidad habitacional, de oficinas o locales comerciales por 

tratarse de una sede judicial; pero, también lo es, que dispone 

de una sede destinada a recibir toda la correspondencia y 

documentación con destino a los procesos que se ventilan en 

los estrados judiciales, incluso, la que va directamente dirigida 

a los funcionarios y empleados, como se indicó, con la garantía 

que luego se entregan a sus destinatarios.    

 

Aunado a lo anterior y conforme con las constancias expedidas 

por la empresa de servicio postal, las comunicaciones fueron 

debidamente recibidas en la dirección indicada al Juzgado por 

el extremo activo, lo que no fue desvirtuado ni desconocido por 

el demandado y, al contrario, aceptó pacíficamente tal hecho; 

amén, que las personas que las recibieron fueron contundentes 
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en afirmar que “el destinatario reside o labora en la dirección 

indicada”, como así se dejó consignado. Por demás, no sobra 

poner de presente que el secretario de un juzgado como 

responsable de la secretaria y superior del personal que allí 

labora debe estar atento de la correspondencia, demandas y 

memoriales con destino a los procesos, siendo de conocimiento 

público que existen protocolos para su recepción y disposición, 

tanto en la Oficina de Apoyo Judicial, como en las secretarías 

de los Juzgados donde los reciben; bajo estas circunstancia no 

se advierte razón válida para que no hubiera conocido el 

citatorio para que se presentará a recibir notificación y, luego, 

la notificación, maxime si se tiene en cuenta que iban dirigiddos 

directamente a él; al no ser que hubiera existido alguna 

maniobra de quienes laboran en la Oficina de Apoyo Judicial o 

en el juzgado donde el recurrente es secretario, circunstancia 

que ni siquiera se afirma como fundamento del recurso 

extraordinario de revisión.  

 

Bajo estas circunstancias, no queda duda que se dio cabal 

cumplimiento a lo previsto en los arts. 291 y 292 del C.G.P. y 

que en realización de la notificación no se incurrió en ninguna 

irregularidad, que afecte su válidez.  

 

Conclusión: Como consecuencia de lo anterior, se desestimará 

el recurso extraordinario de revisión incoado por el señor José 

Fernando García Carmona, contra la sentencia proferida el 21 

de marzo de 2019, por el Juzgado Diecinueve Civil Municipal de 

Oralidad de Medellín, en el proceso verbal de responsabilidad 

civil extracontractual, instaurado en su contra por el señor 

Sergio León Arias Gómez, radicado con el No. 05001-40-03-

019-2017-00785-00. 
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Se condenará al demandante a pagar las costas causadas en 

esta instancia a favor del demandando. Como agencias y 

trabajos en derecho por el Magistrado ponente se fijará la suma 

de DOS MILLONES DE PESOS ($2.000.000.oo), que equivalen 

a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes 

(Acuerdo PSAA16-10554, del 05 de agosto de 2016, expedido 

por el Consejo Superior de la Judicatura). 

 

A mérito de lo expuesto LA SALA SEGUNDA DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando justicia en nombre 

de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo dicho, se desestima el recurso extraordinario de 

revisión incoado por el señor JOSÉ FERNANDO GARCÍA 

CARMONA, contra la sentencia proferida el 21 de marzo de 

2019, por el Juzgado Diecinueve Civil Municipal de Oralidad 

de Medellín, en el proceso verbal de responsabilidad civil 

extracontractual, instaurado por el señor SERGIO LEÓN 

ARIAS GÓMEZ, en contra del recurrente en el presente 

trámite, radicado con el No. 05001-40-03-019-2017-00785-

00. 

 

2. Se condena al demandante a pagar las costas causadas en 

esta instancia a favor del demandado. Como agencias y 

trabajos en derecho por el Magistrado ponente se fija la 

suma de DOS MILLONES DE PESOS ($2.000.000.oo), que 

equivalen a dos (2) salarios mínimos legales mensuales 
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vigentes (Acuerdo PSAA16-10554, del 05 de agosto de 2016, 

expedido por el Consejo Superior de la Judicatura). 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 
 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 


